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Bogotá, D. C., agosto de 2020 

 

 
Presidente 

Senado de la República Ciudad 
Arturo Char  

 

 

Secretario General Senado de la República de Colombia 

Gregorio Eljach Pacheco 

 

 

Referencia: Radicación del Proyecto de ley por medio del cual se adiciona un artículo al Decreto 

Legislativo 444 de 2020. “Por el cual se crea el Fondo de Mitigación de Emergencias –FOME y 

se dictan disposiciones en materia de recursos, dentro del Estado de Emergencia Económica, 

Social y Ecológica” 

 

 

Respetado funcionario, 

 

Radicamos ante usted el presente Proyecto de Ley que adiciona un artículo al Decreto Legislativo 

444 de 2020. “Por el cual se crea el Fondo de Mitigación de Emergencias –FOME y se dictan 

disposiciones en materia de recursos, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica”, con el que buscamos hacer efectivo el “Principio de la divulgación proactiva de la 

información”, principio clave para construir confianza en estos momentos de crisis. En esta época 

de pandemia es necesario defender la claridad, es decir, el acceso a la información y la 

transparencia Gubernamental, razón por la cual la descripción de la distribución de los recursos en 

este decreto no puede resultar etérea.  

 

En este sentido, se presenta a consideración el presente Proyecto de Ley, para iniciar el trámite 

correspondiente y cumplir con las exigencias dictadas por la Ley y la Constitución. Por tal motivo, 

adjuntamos vía correo electrónico en formato PDF y Word para que se dé cumplimiento a lo 

reglado en la ley 5 de 1992. 

 

De los Honorables Congresistas, 

 

 
Angélica Lozano Correa                              
Senadora de la República                           

Alianza Verde                                  

 
Fabián Díaz Plata 

Representante a la Cámara. 
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Antonio Sanguino Páez 

Senador 

Alianza Verde 

 

 

 
 

 

Iván Marulanda Gómez 

Senador 

Alianza Verde 

 

 
León Fredy Muñoz Lopera 
Representante a la Cámara 

Alianza Verde 

 
Mauricio Toro Orjuela  
Representante a la Cámara 

Alianza Verde 

 

 

 

 

 

 

Gustavo Bolívar 

Senador 

Coalición Decentes 

 

 

 

 J 

Juan Luis Castro  
Senador de la República Partido 
Alianza Verde 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 



 

3 

 

 

 

PROYECTO DE LEY No.  DE 2020 

 

 

 

“Proyecto de ley por medio del cual se adiciona un artículo al Decreto Legislativo 444 de 2020. 

“Por el cual se crea el Fondo de Mitigación de Emergencias –FOME y se dictan disposiciones en 

materia de recursos, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”” 

 

 

* * * 

El Congreso de la República de Colombia estreses 

 

DECRETA 

 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 
 

 

 

ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente ley tiene como objeto adicionar el Decreto Legislativo 444 

de 2020. “Por el cual se crea el Fondo de Mitigación de Emergencias –FOME y se dictan 

disposiciones en materia de recursos, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica”. 

 

 

ARTÍCULO 2. PLAN DETALLADO DEL USO DE LOS RECURSOS DEL FOME. 
ADICIONAR EL ARTÍCULO 16 A al Decreto Legislativo 444 de 2020, el cual quedará así: 

 

 

ARTÍCULO 16 A: El Ministerio de Hacienda y Crédito Público presentará, a más tardar el 31 de 

diciembre del presente año, un plan detallado del uso de los recursos del Fondo de Mitigación de 

Emergencias –FOME y de todos los demás recursos apropiados en el marco del estado de 

emergencia. Este plan de gasto deberá desglosar el uso planeado de los recursos año por año hasta 

que se agoten los recursos, entidad por entidad, y programa por programa. Por cada programa se 

deberá incluir una justificación acerca de qué lo hace necesario y cómo aporta a la mitigación de 

la emergencia. Las asignaciones de recursos a cada programa no se podrán modificar sin 

aprobación del Congreso de la República. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público presentará, 

cada seis meses en los años subsiguientes mientras se continúen ejecutando recursos destinados a 

la emergencia, reportes detallados de la ejecución de estos recursos que incluyan una valoración 

de los logros obtenidos en el marco de la respuesta a la pandemia. 
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ARTÍCULO 3. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga 

todas las normas que le sean contrarias. 

 

De los Honorables Congresistas, 

 

 

 

 
Angélica Lozano Correa                              
Senadora de la República                           

Alianza Verde                                  

 

 

 

 
Fabián Díaz Plata 

Representante a la Cámara. 

 
Antonio Sanguino Páez 

Senador 

Alianza Verde 

 

 

 
 

 

Iván Marulanda Gómez 

Senador 

Alianza Verde 

 

 
León Fredy Muñoz Lopera 

Representante a la Cámara 

Alianza Verde 

 
Mauricio Toro Orjuela  

Representante a la Cámara 

Alianza Verde 
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Gustavo Bolívar 

Senador 

Coalición Decentes 

 

 

 

 J 

Juan Luis Castro  
Senador de la República Partido 
Alianza Verde 
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PROYECTO DE LEY NO. ________ DE 2020 

Proyecto de ley por medio del cual se adiciona un artículo al Decreto Legislativo 444 de 2020. 

“Por el cual se crea el Fondo de Mitigación de Emergencias –FOME y se dictan disposiciones en 

materia de recursos, dentro del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”” 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Acorde con la Corte Constitucional en sentencia C – 241 de 2011, se considera que, si bien el 

Gobierno nacional cuenta con un amplio margen de discrecionalidad para buscar rápidamente 

fuentes de financiación indispensables para atender los efectos nocivos y evidentes causados por 

un desastre de grandes dimensiones, como lo es en este caso la pandemia, también es cierto que 

no se trata de unas facultades ilimitadas. En tal sentido, no basta con afirmar simplemente que el 

monto del endeudamiento será aquel que resulte necesario para conjurar la crisis y evitar la 

extensión de sus efectos, lo anterior por cuanto aquello equivaldría, en términos prácticos a una 

autorización ilimitada sin herramientas idóneas para realizar ejercicios de transparencia. 

 

En efecto, debe existir proporcionalidad entre la grave perturbación del orden económico y las 

medidas adoptadas para conjurarla. De manera que la situación extraordinaria que plantea el 

COVID- 19 si bien tiene una justificación material dada la gravedad de la problemática de salud 

pública, es clave no perder de vista que la misma no puede obedecer a planeación sin motivación 

técnica precisa que, permita determinar que no se generen daños colaterales desmesurados, de 

manera que no controvertimos la imperiosa necesidad de obtener y buscar recursos para conjurar 

la pandemia, pero no podemos entregar un “cheque en blanco” para atender la emergencia. 

 

La Corte Constitucional en EXPEDIENTE RE-238, declaró la exequibilidad del decreto 

legislativo 444 de 2020, “por el cual se crea el fondo de mitigación de emergencias – FOME y se 

dictan disposiciones en materia de recursos, dentro del estado de emergencia económica, social y 

ecológica”.  

 

En comunicado No. 26 de junio 24 y 25 de 2020, la Corte Constitucional concluyó “que este 

decreto satisface los requisitos formales y materiales de constitucionalidad previstos por la 

constitución, la ley estatutaria de estados de excepción y la jurisprudencia constitucional.” “Que 

para ello también es preciso dotar temporalmente al Gobierno nacional, a través del Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, con mecanismos extraordinarios que permitan desarrollar operaciones 

crediticias cuyo propósito sea salvaguardar” 

 

Pese a lo anterior, dentro del mencionado comunicado la Corte Constitucional señaló que, “…. en 

todo caso, se debe procurar que los recursos adicionales que se destinen a enfrentar las mayores 

necesidades sociales y económicas ocasionadas por la Emergencia decretada se obtengan de forma 

que no se afecte el balance del Gobierno nacional central”. Asimismo, la Corte resaltó “que la 

administración y la destinación de tales recursos deberá observar los principios de la 
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administración pública previstos por la Constitución Política”. En consecuencia, es clave no perder 

de vista que la “…. transparencia en el manejo de los recursos públicos empleados para atender la 

pandemia es fundamental para garantizar su óptimo uso, indispensable para cubrir las necesidades 

vitales en materia de salud y economía”.1  

 

En esta época es necesario defender la claridad, es decir, el acceso a la información y la 

trasparencia Gubernamental, por ello la descripción de la distribución de los recursos en este 

decreto resulta bastante etérea. En países como Estados Unidos el paquete económico consta de 

alrededor de 400 páginas, y contiene prohibiciones expresas, por ejemplo, el Presidente Trump, 

no puede utilizar recursos para financiar sus hoteles o a quienes lo apoyaron en campaña.  La ley 

1712 de 2014 referente a la transparencia y el acceso a la Información pública Nacional, consagra 

el denominado “Principio de la divulgación proactiva de la información”, principio clave para 

construir confianza en estos momentos de crisis.  

 

“El derecho de acceso a la información no radica únicamente en la obligación de dar respuesta a 

las peticiones de la sociedad, sino también en el deber de los sujetos obligados de promover y 

generar una cultura de transparencia, lo que conlleva la obligación de publicar y divulgar 

documentos y archivos que plasman la actividad estatal y de interés público, de forma rutinaria y 

proactiva, actualizada, accesible y comprensible, atendiendo a límites razonables del talento 

humano y recursos físicos y financieros.”2 

 

Coincidimos en que es necesario tomar medidas inmediatas y conseguir recursos para apalancar 

la atención de la pandemia, sin embargo, es clave propender porque exista un acceso pleno a toda 

la información que sustente las reglas de uso de los recursos y se garantice la idoneidad de la 

ejecución de los mismos tomados para fondear el FOME, y los demás fondos para financiar la 

pandemia. 

 

Considero que si bien el Gobierno posee un amplio margen para actuar con discrecionalidad y en 

ese sentido encontrar la forma más expedita de liquidez para conseguir fuentes de financiación 

para la crisis, es  indispensable que para atender los efectos nocivos de la pandemia, también se 

tenga presente que no se trata de unas facultades ilimitadas, y en ese sentido la Corte Constitucional 

en Sentencia C-241/11 al pronunciarse sobre la Constitucionalidad de la declaratoria del estado de 

emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional, con el fin de conjurar la 

grave calamidad pública ocasionada por el fenómeno de La Niña, señaló: 

 

 “En tal sentido, no basta con afirmar simplemente que el monto del endeudamiento será 

aquel que resulte necesario para conjurar la crisis y evitar la extensión de sus efectos por 

cuanto aquello equivaldría, en términos prácticos, a una autorización ilimitada, a una 

especie de “cheque en blanco”, a favor del Ejecutivo. Por supuesto que no le corresponde 

al juez constitucional entrar a determinar con exactitud la cuantía que requiere el 

                                                
1 Observatorio fiscal de la Pontificia Universidad Javeriana. La transparencia en el uso de los recursos para atender la emergencia. “Análisis sobre 

la transparencia en la disposición y destinación de los recursos públicos destinados a atender la Emergencia sanitaria causada por la pandemia del 

COVID – 19. Informe #11 21 de junio de 2020. P. 2. 
2

 Ibídem. P. 9 y 10. 
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Gobierno Nacional para atender la situación de excepción, por cuanto aquello dependerá 

del resultado de estudios técnicos en la materia y de valoraciones de conveniencia, ajenas 

al juicio de constitucionalidad. Sin embargo, también queda claro que la medida debe ser 

conforme con el espíritu constitucional que gobierna la figura de los estados de excepción 

en Colombia, lo cual significa que se trate de un instrumento temporal que apunte 

directamente a conjurar los efectos inmediatos y próximos de la situación de anormalidad 

y no a resolver problemas estructurales, cuya solución es a largo plazo, y para lo cual la 

Constitución prevé otros instrumentos de política económica, como lo es el Plan Nacional 

de Desarrollo.” (Se resalta) 

 

Es importante que exista motivación suficiente encaminada a corroborar que el gobierno actuó 

bajo el principio de transparencias, y la normativa objeto de análisis debe soportar cualquier 

examen que permita corroborar que la misma respeta los límites constitucionales a medida que se 

vayan ejecutando los recursos atendiendo los principios de la administración pública, y por ello 

debe poseer reglas claras en la consecución de su fin, que está representado en la rápida obtención 

de recursos económicos, pero única y exclusivamente en los rubros y cuantías necesarias para 

conjurar la crisis, y en la acreditación de su ejecución de forma clara y de cara a la ciudadanía. 

Acorde con lo anterior pese a que la norma fue avalada por la Corte Constitucional, es necesario 

señalar que esto no es óbice para que no se incorporen mecanismos que faciliten el acceso a la 

información y hagan efectivos los ejercicios de transparencia, la finalidad del decreto pese a la 

emergencia debe atender la lógica de describir acciones concretas que permitan conjurar la crisis 

sin dotar las medidas de una temporalidad indefinida y con un control continuo de su ejecución 

adecuada, en tanto la pandemia y sus efectos continuarán por más tiempo. 

 

De manera que no basta con afirmar y enunciar simplemente el uso de los recursos, es necesario 

en términos prácticos orientar directrices para que los recursos que se consigan para conjurar la 

crisis cumplan con su finalidad, y establecer una correcta disposición de las partes dentro de un 

todo que se encuentra representado por el direccionamiento claro de recursos y acciones que 

permitan conjurar la pandemia de cara a la ciudadanía. 

 

En el caso concreto se debe tener presente que pese a lo extraordinario de la situación que implica 

una anormalidad en materia de salud pública, eso no permite que la urgencia de contar con recursos 

justifique prescindir de ciertos procedimientos y especialmente prescinda de publicidad armónica 

y comprensible para la ciudadanía. Resulta razonable la adición al Decreto 444 de 2020, con el 

objetivo de entregar herramientas concretas de seguimiento del manejo de recursos y blindar 

controles derivados de ejercicios de transparencia fundamentales. La sentencia C-241 de 2011 de 

la Corte Constitucional, señaló:  

  

 “Así pues, en el caso concreto, el juez constitucional considera que, si bien la situación de 

anormalidad permite que (i) el Gobierno Nacional se autorice a endeudarse, a efectos de 

contar con los recursos económicos necesarios para atender la crisis invernal y (ii) que la 

urgencia de contar con aquellos justifique prescindir de ciertos procedimientos y 

controles, también lo es que dicha medida no puede exceder los límites inherentes a un 

estado de excepción. De tal suerte que no se puede tratar de una autorización para 
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endeudarse (i) de manera constante y sin mayores controles; ni (ii) para atender proyectos 

a largo plazo, propios de un nuevo Plan Nacional de Desarrollo” 

 

La autorización contentiva de reorientación de recursos de Fondos Especiales de la Nación, debe 

enmarcarse y aplicarse dentro de los límites y fines estrictos de la institución de la emergencia.  

 

La transparencia en el uso de los recursos para atender la emergencia 

 

En el análisis desarrollado por el Observatorio fiscal de la Pontificia Universidad Javeriana, se 

determinó que:  

 

 “…..si bien en declaraciones recientes se ha afirmado que el Gobierno está destinando 

el 11% del PIB a las necesidades de la pandemia, en realidad el 6% del PIB son garantías 

de créditos, no recursos gastados en atención a la emergencia. La principal fuente de 

recursos que verdaderamente pueden constituir un gasto son los que están centralizados 

en el Fondo de Mitigación de Emergencias - FOME, que asciende al 2,4% del PIB. Es 

distinto tener recursos a la mano para cuando se necesiten, que es en lo que consiste el 

FOME, que realmente gastarlos en la emergencia. A la fecha, los traslados del FOME 

y otras fuentes a distintas entidades del Gobierno para la atención a la pandemia son 

$3,9 billones o 0,37% del PIB. Nuevamente, es distinto trasladar recursos entre 

entidades que realmente gastarlos. Así, encontramos que la totalidad de los contratos 

firmados por el Ministerio de Hacienda y otras entidades es de apenas $2,7 billones o 

0,25% del PIB”3. 

 

En ese sentido llama la atención que los recursos contenidos en el FOME en relación con sus 

magnitudes expuestas en la página web y las estimaciones fundadas en los decretos según cálculos 

del Observatorio fiscal de la Pontificia Universidad Javeriana tienen una diferencia del orden de 

$0,1 billones. 

 

Es así como tampoco se encuentran coincidencias en las diferentes fuentes de información así: 

 

 “…en la página web del Ministerio de Hacienda y Crédito Público se exponen 58 

declaraciones oficiales del Ministro y los Vceministros. En por lo menos dos de ellas se 

hace referencia a la magnitud total de los recursos dispuestos: una declaración del 

ministro en un debate de control político en el Congreso de la República, el 29 de abril, 

y una declaración del viceministro general en la alocución presidencial del 27 de mayo. 

En la primera declaración, se afirmó que se han invertido recursos del orden de $30 

billones. Por su parte, en la segunda declaración, se expuso que se han dispuesto 

recursos del orden de $117,2 billones, correspondientes al 11% del PIB. Las magnitudes 

de los recursos dispuestos, entre las declaraciones del ministro y el viceministro, tienen 

una diferencia del orden de $80 billones”.4 

                                                
3

Ibídem. P. 2 y 3. 
4

Ibídem. P. 5. 
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En cuanto al uso de los recursos, a la fecha no existe una plataforma centralizada de consulta 

pública armónica en la que se publiciten y divulguen los planes de gasto o la totalidad de los gastos 

de recursos realizados en el marco de la emergencia sanitaria, de manera que se deben consultar 

distintas fuentes oficiales que están en formatos complejos que obstaculizan su entendimiento de 

cara a la ciudadanía. Vale la pena reseñar que el Observatorio fiscal de la Pontificia Universidad 

Javeriana observó:  

 

- Frente a los documentos normativos se pueden consultar las resoluciones por medio de las 

cuales el Ministerio traslada recursos del FOME pero no se incluye su destinación 

específica en todos los casos. 

 

- En el Portal de Transparencia Económica – PTE se presentan los contratos realizados por 

el Estado con particulares como respuesta a la emergencia, pero si, por ejemplo, el Estado 

realiza una actividad de respuesta a la pandemia sin contratar a un particular con este fin, 

esta no aparecería reportada aquí 

 

¿Cuánto dinero se ha gastado efectivamente en la atención a la emergencia?  

 

Según el Observatorio fiscal de la Pontificia Universidad Javeriana “si bien el ministro anunció 

$7,1 billones para la atención en salud, las resoluciones oficiales muestran transferencias de apenas 

$0,94 billones al Ministerio de Salud y al Instituto Nacional de Salud”. 

 

 En efecto “… no exista un plan de gasto detallado para la respuesta a la pandemia que 

pueda ser conocido por el público, y que la única fuente a través de la cual la ciudadanía 

puede enterarse de los planes del gobierno sean declaraciones casuales de funcionarios, 

en las cuales el gasto se desglosa: 

 

 • A grandes rasgos y de manera cambiante. 

 • Sin que el desglose sea legalmente vinculante. 

 • No peso a peso, sino por billones o decenas de billones de pesos”5. 

 

Finalmente es clave señalar que las alertas sobre la imperiosa necesidad de generar claridad en los 

reportes provienen de varias voces autorizadas, y en ese sentido Luis Jorge Garay Salamanca y 

Jorge Enrique Espitia Zamora en una nota reflexiva sobre la caída de ingresos tributarios, el ajuste 

presupuestal, la financiación y políticas activas del Estado ante la crisis de la pandemia del 

COVID-19 en Colombia del junio 20 de 2020, señalaron: 

 

“Según el Cuadro 2, hay presupuestados $25.2 billones para la mitigación de la 

emergencia a través del FOME, de los cuales $22.5 billones corresponden a Hacienda y 

solamente $0.7 billones al sector salud y protección social”. 

                                                
5

 Ibídem. P. 3. 
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Fuente: Luis Jorge Garay Salamanca y Jorge Enrique Espitia Zamora. “Una nota reflexiva sobre la caída de ingresos 
tributarios, el ajuste presupuestal, la financiación y políticas activas del Estado ante la crisis de la pandemia del COVID-19 

en Colombia del junio 20 de 2020”. 

 

 

Sin embargo, en respuesta del Ministerio de Hacienda a un derecho de petición señalan que las 

asignaciones al 27 de mayo por parte del FOME a Hacienda son del orden de $3.9 billones (Cuadro 

3).” De donde se coligió que se observan diferencias al cotejar fuentes de información 

correspondientes al Presupuesto Emergencia Covid-19.  

 



 

12 

 
 
Fuente: Luis Jorge Garay Salamanca y Jorge Enrique Espitia Zamora. “Una nota reflexiva sobre la caída de ingresos 
tributarios, el ajuste presupuestal, la financiación y políticas activas del Estado ante la crisis de la pandemia del COVID-19 

en Colombia del junio 20 de 2020”. 
 

 

 

En consecuencia, es conveniente contar con mayor precisión sobre las cifras y dado que de las 

existentes se concluye que existe un espacio amplio para la reasignación de gastos de emergencia 

correspondientes a hacienda, es por ello son vitales los reportes detallados de la ejecución de estos 

recursos que incluyan una valoración de los logros obtenidos en el marco de la respuesta a la 

pandemia, con el objeto de dirigir cuantiosos recursos para la financiación programas sociales 

prioritarios como la renta básica de no haberse acreditado resultados en la política existente.  

 

Finalmente resaltar que los ejercicios de transparencias son claves para la idoneidad del manejo 

de los recursos y que varios académicos y expertos vienen advirtiendo la imperiosa necesidad de 

ser más rigurosos, armónicos y claros en la entrega de la información por ello es clave la adición 
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del Decreto 444 para entregar herramientas que consoliden ejercicios de transparencia y veeduría 

ciudadana.  

 

Conflicto de Conflicto de Intereses - Artículo 291 Ley 5 de 1992 (ANEXO). 

 

 

De los Honorables Congresistas, 

 

 

 
Angélica Lozano Correa                              

Senadora de la República                           

Alianza Verde                                  

 

 

 

 
Fabián Díaz Plata 

Representante a la Cámara. 

 
Antonio Sanguino Páez 

Senador 

Alianza Verde 

 

 

 
 

 

Iván Marulanda Gómez 

Senador 

Alianza Verde 

 

 
León Fredy Muñoz Lopera 
Representante a la Cámara 

Alianza Verde 

 
Mauricio Toro Orjuela  
Representante a la Cámara 

Alianza Verde 
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Gustavo Bolívar 

Senador 

Coalición Decentes 

 

 

 

 J 

Juan Luis Castro  
Senador de la República Partido 
Alianza Verde 
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ANEXO: Exposición de motivos - Conflicto de Intereses (Artículo 291 Ley 5 de 1992) 

 

El artículo 183 de la Constitución Política consagra a los conflictos de interés como causal de 

pérdida de investidura. Igualmente, el artículo 286 de la Ley 5 de 1992 establece el régimen de 

conflicto de interés de los congresistas.  

 

De conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional, para que 

se configure el conflicto de intereses como causal de pérdida de investidura deben presentarse las 

siguientes condiciones o supuestos: 

 

(i) Que exista un interés directo, particular y actual: moral o económico.  

(ii) Que el congresista no manifieste su impedimento a pesar de que exista un interés directo 

en la decisión que se ha de tomar. 

(iii) Que el congresista no haya sido separado del asunto mediante recusación. 

(iv) Que el congresista haya participado en los debates y/o haya votado.  

(v) Que la participación del congresista se haya producido en relación con el trámite de 

leyes o de cualquier otro asunto sometido a su conocimiento. 

 

En cuanto al concepto del interés del congresista que puede entrar en conflicto con el interés 

público, la Sala ha explicado que el mismo debe ser entendido como “una razón subjetiva que 

torna parcial al funcionario y que lo inhabilita para aproximarse al proceso de toma de decisiones 

con la ecuanimidad, la ponderación y el desinterés que la norma moral y la norma legal exigen” y 

como “el provecho, conveniencia o utilidad que, atendidas sus circunstancias, derivarían el 

congresista o los suyos de la decisión que pudiera tomarse en el asunto” (Consejo de Estado, Sala 

de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Radicado 66001-23-33-002-2016-00291-

01(PI), sentencia del 30 de junio de 2017).  

 

De acuerdo con la Sentencia SU-379 de 2017, no basta con la acreditación del factor objetivo del 

conflicto de intereses, esto es, que haya una relación de consanguinidad entre el congresista y el 

pariente que pueda percibir un eventual beneficio. Deben ser dotadas de contenido de acuerdo con 

las circunstancias específicas del caso concreto. 

 

La Sala Plena del Consejo de Estado en sentencia del 17 de octubre de 2000 afirmó lo siguiente 

frente a la pérdida de investidura de los Congresistas por violar el régimen de conflicto de intereses: 

 

El interés consiste en el provecho, conveniencia o utilidad que, atendidas sus 

circunstancias, derivarían el congresista o los suyos de la decisión que pudiera tomarse 

en el asunto. Así, no se encuentra en situación de conflicto de intereses el congresista que 

apoye o patrocine el proyecto que, de alguna manera, redundaría en su perjuicio o haría 

más gravosa su situación o la de los suyos, o se oponga al proyecto que de algún modo les 
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fuera provechoso. En ese sentido restringido ha de entenderse el artículo 286 de la ley 5.ª 

de 1.991, pues nadie tendría interés en su propio perjuicio, y de lo que trata es de preservar 

la rectitud de la conducta de los congresistas, que deben actuar siempre consultando la 

justicia y el bien común, como manda el artículo 133 de la Constitución. Por eso, se repite, 

la situación de conflicto resulta de la conducta del congresista en cada caso, atendidas la 

materia de que se trate y las circunstancias del congresista y los suyos.[...]»2 .  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, con relación al presente proyecto de ley, no es posible delimitar de 

forma exhaustiva los posibles casos de conflictos de interés que se pueden presentar con relación 

a la creación de medidas tendientes a la divulgación proactiva de la información y a la entrega de 

un  plan detallado del uso de los recursos del Fondo de Mitigación de Emergencias, dado que son 

derechos en favor del interés general y en ese sentido el principio de la divulgación proactiva de 

la información, es un principio clave para construir confianza en estos momentos de crisis que en 

ninguna instancia genera un conflicto de intereses del Congresista con el  Proyecto, en tanto se 

funda en el principio de la transparencia.  

 


